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Febrero (23) de dos mil veinticuatro (2024) 

 
REF:   EJECUTIVO  
Radicado:       44001310300220240000500  
DEMANDANTE:  INGENIERIA CONSTRUCCIONES Y EQUIPOS CONEQUIPOS 

ING S.A.S. 
DEMANDADO:    LA MACUIRA INVERSIONES Y CONSTRUCCIONES 

 
 
Subsanada en tiempo y en debida forma la demanda de la referencia, es menester decidir 
sobre la viabilidad de librar mandamiento de pago dentro de la demanda Ejecutiva de Mayor 
Cuantía presentada por la sociedad INGENIERIA CONSTRUCCIONES Y EQUIPOS 
CONEQUIPOS ING S.A.S., distinguida con el NIT No. 860037232-2, representada 
legalmente por el señor GUSTAVO ALFONSO BARRAGAN GALAN, identificado con 
cédula de ciudadanía No. 80084958, en contra la sociedad LA MACUIRA INVERSIONES 
Y CONSTRUCCIONES S.A, la cual se distingue por el NIT número 825000164-2, 
representada legalmente por el señor DARIO COHEN BARROS ZINMERMAN, identificado 
con cédula de ciudadanía número 84030269; sociedad que según el certificado de 
existencia y representación y el auto No. 460-005463 se encuentra en reestructuración 
desde el 2 de julio de 2019 de la Superintendencia de Sociedades, lo que en principio da 
entender que a la demanda no debe darse trámite en aplicación del artículo 20 de la ley 
1116 de 20061; sin embargo según lo deprecado por la parte ejecutante lo que se pretende 
con esta acción es hacer efectivas obligaciones contraídas con posterioridad a la apertura 
del proceso de reorganización, es decir obligaciones consideradas como gastos de 
administración, según el artículo 71 ibidem. 
 
Frente a este escenario la doctrina2 ha puntuado que:  
 

 
 
Teniendo en cuenta lo anterior, las obligaciones que se originen con posterioridad al inicio 
del citado proceso de reorganización son gastos de administración y podrán exigirse 
ejecutivamente; ahora bien las pretensiones de la demanda versan sobre facturas 
electrónicas de venta No. 1001-100895, No. 1001-100898, No. 1001-100901, No. 1001-
100908, No. 1001-100912, las cuales  tienen fecha de creación del 27 de marzo, 03 de 
mayo, 30 de mayo, 10 de julio y 16 de agosto de 2023 respectivamente, es decir que las 

                                      
1 ARTICULO 20. NUEVOS PROCESOS DE EJECUCIÓN Y PROCESOS DE EJECUCIÓN EN CURSO. A partir de la fecha de inicio del proceso 

de reorganización no podrá admitirse ni continuarse demanda de ejecución o cualquier otro proceso de cobro en contra del deudor. Así los 
procesos de ejecución o cobro que hayan comenzado antes del inicio del proceso de reorganización, deberán remitirse para ser incorporados 
al trámite y considerar el crédito y las excepciones de mérito pendientes de decisión, las cuales serán tramitadas como objeciones, para efectos 
de calificación y graduación y las medidas cautelares quedarán a disposición del juez del concurso, según sea el caso, quien determinará si la 
medida sigue vigente o si debe levantarse, según convenga a los objetivos del proceso, atendiendo la recomendación del promotor y teniendo 

en cuenta su urgencia, conveniencia y necesidad operacional, debidamente motivada 
2 Rodríguez Espitia, J. (2019). Universidad Externado (Ed.), Bogotá: Nuevo Régimen de Insolvencia (pp. 910).  
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 obligaciones allí insertas tienen una fecha posterior a la apertura del proceso de 
reorganización, situación que se encuadra en los presupuestos del Art 71 de la citada ley y 
que además se comprueba con la información consignada en cada una de las facturas 
como se avista: 
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Sobre los gastos de administración, la Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación Civil, 
Agraria y Rural, ha manifestado: 
 

(…) Los gastos de administración dicen relación a todos aquellos 
créditos que se causan como consecuencia del inicio del proceso de 
reorganización o liquidación judicial, según sea el caso, tales como la 
remuneración del promotor o liquidador y de los auxiliares que se 
requieran. También comprenden las expensas necesarias para el 
mantenimiento o funcionamiento de la empresa, las deudas contraídas 
por el representante del trámite de insolvencia en ejercicio de sus 
funciones y, todas aquellas obligaciones contractuales y legales que 
adquiera la entidad durante el desarrollo del proceso de reorganización 
o liquidación». A la par, señaló que «De ahí que no es necesario que los 
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 créditos con preferencia tengan una naturaleza eminentemente 
administrativa, pues también son considerados como tales – aunque en 
sentido estricto no lo sean– las obligaciones de origen legal o 
extracontractual que se causan después de la apertura del proceso de 
insolvencia, independientemente que sirvan o no a los fines del proceso 
concursal. La razón de tal privilegio radica en que estos últimos créditos 
no tienen su origen en el pasivo que la empresa conformó en virtud de 
su objeto social originario y que constituye el propósito de la 
reorganización o es materia de la liquidación judicial, sino que nacen 
para llevar hasta su fin el proceso de insolvencia, o bien se producen 
por mandato legal después de iniciada la liquidación, lo que significa 

que no pueden equipararse a las deudas ordinarias que han de pagarse 
con el patrimonio anterior de la empresa y que constituye prenda común 
de los acreedores (CSJ. STC 1 Oct. 2014, rad. 01430-01, reiterada en 

STC7239-2015). 
 
En ese orden de ideas es viable entrar a estudiar sobre las pretensiones para que se libre 
mandamiento de pago dentro de la demanda ejecutiva de la referencia, frente a la misma, 
se evidencia que la demanda reúne en su totalidad los requisitos legales y formales 
establecidos en el artículo 82 y ss del Código General del Proceso, no obstante, advierte 
este despacho que las facturas electrónicas allegadas como base de la ejecución, no 
cuentan con la totalidad de los requisitos demarcados por la ley, de conformidad a lo dicho 
por la Corte Suprema de Justicia en Sentencia STC11618-2023, para que proceda su cobro 
ejecutivo. 
  
Estos es así porque los documentos aportados refieren ser una “factura electrónica de 
venta”, también porque cada una de ellas contiene un Código Único de Factura Electrónica 
(CUFE) y, además, un Código QR, requisitos propios de ese tipo de documentos, según los 
términos Resolución Número 000042, expedida por la “DIAN”. 
  
De conformidad a lo dicho por la Corte Suprema de Justicia en la sentencia en cita se debe 
acotar que este despacho al verificar la información contenida en el QR de cada una de las 
facturas aportadas como base de ejecución, se logró constatar la información de las 
mismas, evidenciándose que no tienen eventos asociados, como se constata en las 
siguientes imágenes: 
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Información que si es posible encontrar al efectuar la consulta correspondiente, como puede 
evidenciarse en la siguiente factura, que no hace parte del presente trámite:      
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No obstante lo anterior, al tener en cuenta lo dicho por la Corte en la sentencia citada en 
párrafos anteriores, al referir que: 
 
“5.2.2.2.- Sin embargo, ello no significa que el acreedor de la factura sólo pueda demostrar 
la existencia de esos hechos con la evidencia de los mensajes en el sistema de facturación, 
pues lo cierto es que nada impide que dichas constancias se realicen i) por fuera de dichas 
plataformas, ii) de forma física o electrónica, dependiendo de la forma en que se hayan 
generado y, asimismo, que iii) el interesado pueda demostrarlas a través de los medios de 
convicción que resulten útiles, conducentes y pertinentes.” 
  
el ejecutante cuenta con la posibilidad, de probar el recibido de las facturas, la constancia 
de la prestación de los servicios y la aceptación tácita de las facturas por otras probanzas, 
como en el caso de la referencia, ya que la Corte argumento que si la aceptación es tacita  
bastara que el ejecutante demuestre los supuestos que la originaron e informe en la 
demanda ejecutiva sobre su ocurrencia, en este caso los requisitos en comento no se 
vislumbran en los eventos asociados a la factura electrónica, como tampoco en correo el 
electrónico enviado por la sociedad ejecutada, toda vez que en el misma no se consigna  
“(iv) El recibido de la factura (fecha, datos o firma de quien recibe)”, requisito que según la 
Corte en cita, resulta sustancial del título valor, de acuerdo al siguiente pronunciamiento: 
 
“7.3.- Los requisitos sustanciales de la factura electrónica de venta como título valor son: 
(i) La mención del derecho que en el título se incorpora, (ii) La firma de quien lo crea, esto 
es, la del vendedor o prestador del servicio, (iii) La fecha de vencimiento, (iv) El recibido de 
la factura (fecha, datos o firma de quien recibe), (v) El recibido de la mercancía o de la 
prestación del servicio, y vi) su aceptación, la cual puede ser expresa o tácita, dentro de los 
tres (3) días siguientes a la recepción de la mercancía.” 
 
Lo anterior, puede constarse al valorar los siguientes documentos:    
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De donde no se tiene conocimiento de le fecha de recibido de cada una de las facturas 
(fecha, datos o firma de quien recibe). 
 
En ese orden de ideas, tampoco se encuentra acreditada la aceptación tácita de las 
facturas, como quiera que para que la misma opere debe acreditarse la fecha de recibo de 
la misma, circunstancia que como se ha venido mencionando no fue acreditada.          
 
Luego en ese sentido, del análisis probatorio de los documentos plasmados en antelación 
se predica que cada una de estas no cumplen con los requisitos establecidos en el Código 
de Comercio, Estatuto Tributario y demás normas aplicables, lo anterior acompasado con 
la jurisprudencia en cita en antelación. 
 
Por lo anterior, se negará el mandamiento de pago solicitado.   
  
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Riohacha, La Guajira, 

 
RESUELVE: 

 
PRIMERO: Negar el MANDAMIENTO DE PAGO por vía ejecutiva de MAYOR CUANTÍA a 
favor de la sociedad INGENIERIA CONSTRUCCIONES Y EQUIPOS CONEQUIPOS ING 
S.A.S., y contra de la sociedad LA MACUIRA INVERSIONES Y CONSTRUCCIONES S.A, 
identificada con el NIT 825000164-2, representada legalmente por el señor DARIO COHEN 
BARROS ZINMERMAN, identificado con cédula de ciudadanía número 84030269, por las 
razones expuestas en el presente proveído.   

SEGUNDO: Ordenase la devolución de la demanda y sus anexos sin necesidad de 
desglose, anótese en el sistema de justicia siglo XXI web. 
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NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 
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